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La simple apficación a' esta premisa- fáctica det tazonamien;o
general antes expuesto produce como- conclusión forZosa l1l denega­
ción del amparo por evidente ineJlistencia de la denunciada­
indefensión.

FALLO
En atención a todo 10 expuesto, el "Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTITU-
ClON DE LA NACION ESPANOL.., . ...
ha decidido;. .

Penegar el amparo solicitaao por doña Maria Victoria Bermú­
dez de Castro Sánchez de Toca, don Alonso Coello de Portugal

Mendaro.. don Jaime,.'doña Márla. Victoria, doña Carmen. ·doña
Maria Lourdes y doña Isabel Elena Sartorius Bermudez de Ca'tro,
sin que en consecuencia sea necesario pronum;iamiento' alguno.
sobre la suspensión solicitada • .

, Públiquese esta Sentencia en el .Boletln Oficial del Estado».

Madrid, 23 de enero" de 1984,-Jerónimo Arozamena Si...
rra.-Francisco Rubio Uorente,,-Luis DiezaPicazo y Ponee de
León.-Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Sea,
rra:-Francisco Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados. '

_Quinto.-EI Abogado de la Generalidad fundamenta' su preten..
sión en los siguientes terminas: .

a) Las competencias de Ja Generalidad en lo que con'cierne a
la elaboración del calendario anual de fiestas laborales en el
territorio eje Cataluña se extienden -dentro del límite anual de
catorce. días festivos y del respeto a las tres fiestas de ámbito
nacional que expresamente señala el Estatuto de los Trabajadore!l
(E. T.) y las que, eventualmente, puedan fijarse con. dicho carácter
por el órgano del Estado legalmente competente-' a ,la detennina­
ción de todas aquellas que,. por tradición,. ~an propias del 'territorio
catalá". '.' '.

b) .Las competencias del. Gobierno en orden a la fijación de
fiestas laborales de ámbitO nacional se limitan a la posibilidad de
trasladar a los lunes todas las fiestas de ~mbito nacional que tengan
lugar en~ semana,' salvo las tres que se fIjan. expresamente en el
E. T. El articulo 25.2 d~ la Ley 16/1976, de 8 de abril. de Relaciones
Laborales, confería al Gopierno la competencia para señalar dichas
festividades. pero tal precepto ha sido derogado por la disposició~
final tercera, numero 14, del E. T., por lo que ante el silenciQ de éste
es preciso concluir ,que desde la vigencia áel mismo la fijación chi.
las fiestas de ámbitO Jl3ciQJl81 queda reservada a una' norma con
rango de ley.. : ,.' ... "

La competencia para la deterJÚinación.de las fiesta's laborales de
ámbito nacional' pertenece a laS Cones. no sólo debido a lá
«congelación de rango» sino taqlbién por razones de carácter
material, pues. se trata de una materia: que no es manifestación dq
poderes jurídicos derivados. direetámente del ordenamiento. sinó
expresión ,de la propia configuración del ~stado y de su poder
jurídico.. ' . . . ' , . . "'. "

. e) EJ,l virtud de lo dispuÓSIo en el ir!. 11.2 del.EStatulo de
C~taluña, corresponde a, la Comunidad Autónoma la facultad de
ejecutar y aplicar la legislación laboral del Estado-y así lo reitera .
e1·art. 37.2 del Estatúto de lo, Trabajadores-, y la determinación
correcta de los días festivos es matena Que corresponde al ámbito
de ejecución del mencionado arto del E. T., pues con la concreCión
de un calendario laboral_ predeterminado por la, Ley. no se innova
el ordenamiento jurídico. Por ello, al establecer en los mencionados
Reales DecretOl- fiestas laborales de carácter nacional y reducir ~
tres las fiestas. que pueden fijar las Comunidades Autónomas, el
Gobierno incide en el ambito compe:tencial de' la ,Generalidad de
Cataluña, dado que impide a ésta el ejercicio de- sus facultades
ejec1ltivas para concretaJ:,.dentro de' los límites del arto 37.2 del
E. r., los días 'festivos que,PPc tradición, les sean propíos. los
cuales alcanzarán un toial de nueve, una vez descontadas del limite
máximo de catorcelas dos fiestas de carácter local y las' tres de
carácter rtaciorlaI previstas en aquel.precepto..

d) Las normas reguladoras de las fiestas laborales impugnadas~
vulneran el principio de jerarquía normativa al establecer por Real
Decreto lo que sólo cabe hacer"por Ley (la "determinación de otras.
fiestas de ámbito naCional). Aun cuando sea discutible que en u~
conflicto positivo de competencia puedan suscitarse cuestiones de,
esta naturaleza, en el presente caso el rango formal de l~s normas·
cuestionad~s es relevante, pues.su contenido incide en el ámbito'
competenclal de la Comumdad Autónoma, siendo así que sólo et
órgano constitucionalmente titular de la competencia puede, a
través de una explícita, formulación, incidir válidamente en dicho
ámbito. Sólo las Cortes se hallan habilitadas para señalar fiestas,
laborales de ámbito nacional y, por ende. únicamente por Ley,
nunca por Decreto, podrán ser reducidas o limitadas las competen·
cíaS' comunitarias en· dicha materia. .

Sexlo.-Por su. parte, el Ábogado del G~bierno Vaséo hasa e~
, planteamiento del conllicto en los siguientes razonamientos: -. .

a) La determinaci6n de las fiestas laborales, que segun el art.'
37.2 del E.T, tendrán caraetel' retribuido y no recuperable, forma
parte de la legislación laboral del Estado, cuya ejecución es
competencia de la Comuni'Pd Autónoma del Pais ,Vasco de
conformidad con lo' previsto en el arto 12.2· <le su Estatuto de
Autonomia. El ejercicio de dic~a competencia no tiene más límite

'! •

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente ."

2599 Pleno. Conflictos' positivos de co;npetencia números
91 !' 96/1982. Sentencia número 7/1985. de 25 de
enero.

El Pl~no del Tribunal Constitucional. compuesto por don
\t.Inu~'¡ Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aroza:­
::.~.:tJ. S!t'TTíl. d,on Angel LatOrTe Segura, don Manuel Diez de
\"eti-s,:o\-JIlejo. don Fran~isco Rubio Llort:nte, doña,Gloria ~egue

ClrL!~'n. dl'n Luis Diez Picaza, don FrancIsco ,Tomas y ValIente,
j,y~':. RJtJ.d GÓmez·Ferrer Morant, don Angel Escude-r:o del Corral,.
,:i".'n Antonio Truyol Serra y don' FranCisco Pera Verdaguer,
\1J.~1,;Ú'3dos. ha prot:tu~ciado .

, . , : .
En los conflictos positivos de, competencia acumulados núme-.

ros 91 y 96/1982, promovidos, respectivamente, por, el Consejo­
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, representado y defendido

.por el Abogado. don Manuel Maria Vicens i Matas, Y por el
Gobierno Vasco, representado y defendido por el Abogad.. don
José JoaquinPortuondo Herrerías, frente al Gobierno de la Nación,
representado por el Abo~dó del Estado, en relación con los Reale$
Decretos 2819/1981, 28.0/1981 Y 3217/1981, todos ellos de 27 de
noviembre, siendo J:»oriente: la Magistrada doña, Gloria , Begu~;

-Cantón.
1. ANTECEDENTES

Primero.-Con fecha 20' dé marzo de-1982 el Abogado don
Manuel M~ria Vicens i Matas•.en nornbre del Cons~o-Ejecutivo de
la .G,enerahdad de. C~talu,ña, plantea conflicto, positrv:o de com¡»­
tenCla frente af Qoblerno de la Nación, e~, relación con. el Real
Decreto 2819/1981, de 21'de nQviembre y, Por conexión, con el
3217/1981, de igual fecha, que determinán las fiestas de ámbito·
nacional a efectos lab,?rales! y 'sOlicita de este Tribl!nal Constitucio.­
nal declare que la tltulandad de la competencia controvertida
corresPQnde a I~ Generalidad de Cataluña, y' anule los Reales
Decretos mencionados así como cuantos actos O situaciones de
hecho o de derecho se hubieren di~tado o creado en ejecución o,al'
amparo de los mismos, si se evidenciara su existenCIa. '

Segundo.-Con ,1amisnia fecha, ~I Abo~do don J<;>seJoaquil>
Portl!0ndo ~t:rrenas, en Domb~ del Gobierno Vasco, -promueve
confllct~.pOSltlVO de cO,mPftencla frente al Gobierno de la Nación,
en ...laclOn con los Réales Decretos 281911981, de 27 de noviem­
hre, y 2820/1981, de Ii' misma fecha, referidos, respectivamente, a
la determinación de las fiestas de ámbito naCional a efectos
laborales y al establecimiento del calendario laboral para los años
1982 y 1983, y solicita de este Tribunal Constitucional declare que
los J!1encionadC?s.Reáles.Decn:tos.J.10 respeta.n el.orden de compe­
tencIas estableCido en la Constttuclon. en el Estatuto de Autonomía
;: e~ el artículo 37 d~1 Estat~to de los Trabajadores, en cuanto
hmltan las co~petenC1as de fijación del calendario laboral, y que,
en consecuenCla.. declare su nulidacl

Tercero.-Por sendas providencias' dé 31 de marzo' de 1982 las
Secciones 2.a y La del Pleno de- este Tribunal Constituci~nal
acuerdan, respectivamente, tener· por planteados los conflictos
positivos de competencia promovidos por el Consejo Ejecutivo de
la Generalidad de Cataluda y por el Gobierno Vasco, y dar traslado
de los mIS~?S al Gobierno de ,la Nación para que por medio de 'Su
re~resentaclon. procesal aporte cuantos. documentos y alegaciones
estime convenIente. .. .

Cuarto.-Solicitada por el Abo¡¡ado del Estado, en escrito de 16
de. abnl de 1982, la acumufación 'de ambos conflictos, registrados
baJO los números 91 y 96/1982. y.. cumplido el trámite previsto por
el anículo 83 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC). el Pleno de este Tribunal, pnr Auto de 7 de junio de 1982
a~~erda dich~ acumulación' y, aSlmis":l:!? o~orgar a la representa:
clon del Gobierno un nuevo plazo de vemte días para que formule
las correspondi,entes alegaciones. '
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que el establecido en la misma Ley 811980 del Estatuto de los
Trabajadores (art. 37.2): el respeto a las tres ·fiestas de ámbito
nacional expresamente -mencionadas y a las dos de caracler local
reservadas a' las autoridades locales; corresponde. p.ues. a" la
Comunidad Autónoma vaS('8, por disposición legal. la facultad de
establecer nueve fiestas laborales siempre que por tradición le sean
propias. . ~'

b) Los Reales Decretos 281911981 y 2820fl981. ambos de 27
de noviembre, al permitir sólo la sustitución de -tres fiestas
nacionales por las propias de las Comunidades Autónomas vulne­
ran el principio de jerarquia normativa. por cuanto a través de
Reales'Decreto~,cuyo rango legal no es superior al de reglamentos
externos, se modifica la reserva consagrada en el arto 37.2 del E.-T.
a 'favor de las Comunidades Autónomas.

c) Tal -conclusión no queda desvirtuada por la referencia al
articulo 111 del Acuerdo entre el Estado espanol y la Santa Sede
sobre asuntos- jurídicos, de 3 de enero de 1979, ratificado por
Instrumento de 4 de diciembre del mismo año,q~e, para funda­
mentar la inclusión de las fiestas religiosas, ap.arece tanto en el
preámbulo como en el articulado del Real Decreto 2819/1981, de
27 de noviembre. Es cierto que dicho articulo establece que de
común acuerdo se deterrn,inarán las festividades religiosas, aparte
de los domingos, reconocidas por el Estado como días festivos.
pero la fijación del calendario. contenido en .10s R.eales Decretos
impugnados no tiene su origen en _un Acuerdo entre la Santa Se~e
y el Estado espanol, sino en una propuesta de la Confe!enCla
Episcopal española, como expresamente se reconoce, y no ~xlste en
el menciónado Acuerdo disposición alguna ·Que habI11te a la
Conferencia Episcopal para concertar con el Estado español los días
festivos a que se refiere el citado artículo.

Por otro lado. aunque así fuera. la técnica utilizada para
modificar el calendario -laboral establecido en el Estatuto de los
Trabajadores es inadecuada, tanto si el Acuerdo OTratado interna­
cional se considera Ley del Estado,. una vez ratificado y pul?lica~o,
como si se le concede ran~o supenor al de la Ley aunque mfenor
a la.Constitución. En el pnmer caso habría de entenderse derogado
por el arto 37.2 del E.T., y el segundo habría de aplicarse median~e
Ley y no mediante Real Decreto, dado que, al afectar a una matena
re$ulada por Ley ordinaria, asi lo exige el respeto no sólo al
pnncipio de jerarquía normativa, sino también al de legalidad.

De otra parte, si 10 que se pretendía era ejecutar el Acuerdo en
materia de calendario ·laboral, tal ejecución _corresponde a la
Comunidad AatónQJna dentro de· su ámbito territorial, tanto
porque así Jo dispone el ano 12.2 de su Estatuto de AutOflomía
COmo por la reserva explícita efectuada en su favor por el arto 37.2
del Estatuto de los Trabajadores.

Finalmente, resulta so~rendente que la propuesta de la Confe~

rencia Episcopal aparezca en el arto 1.0, 1, dividida en dos apartados
-el b) J el d)- y se reconozca.a las Comunidades Autónomas
faculta para sustituir por las suyas propias tres de las festividades
mencionadas en el apartado d), estableciendo 'así una díferenda~

ción entre las distintas festividades religiosas que no encuentra
justificación alguna.

Séptimo.-EI Abogado del Estado, en su escrito de alegaciones,
manifiesta su disconfoonidad con la postura mantenida por las
representaciones procesales de las Comunidades Autónomas catala­
na y vasca, en los siguientes términos:

. a) No es el conflicto p'ositivo de competencia el cauce adecua­
do para plantear la cuesuón de si el establecimiento de fiestas de
ámbito nacional compete a las Cortes Generales o al Gobierno,
pues no puede tramitarse como un conflicto de los tipificados en
el arto 59.1 de la LOTC un potencial conflicto de los previstos en
el número 3 del citado artículo, para cuya promoción existen otras
reglas de legitimación en los arts. 73 y ss., de la LOTe. En los
conflictos «territoriales» de competencia, a diferencia de lo Que
sucede con los conflictos entre órganos constitucionales del Estado,
se debate la posible invasión de las competencias de un Ente
territorial por otro de la misma naturaleza, siendo irrelevante que
las facultades ejercitadas sean de naturaleza legislativa o achninis­
trativa.·

b) ·El art. 37.2 del E.T. no limita las fiestas de ámbito nacional
a las tres que expresamente enumera en su párrafo primero, sino
que reconoce implicitame'nte la existencia de otras, como se deduce
del párrafo segundo del. mencionado precepto, ,Que _autoriza al
Gobierno a «trasladar a los lunes todas las fiestas de ámbit.o
nacional que lengan lugar entre semana, salvo las expresadas en el
párrafo anterior». Resulta, pues, obvio que deben existirinás de
tres fiestas de ámbito nacional, por 10 que la interpretación dada a
dicho artículo por las representaciones del Gobierno 'VasCo y del
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña en el sentido de
ql,le las COmunidades Autónomas pueden establecer ·prácticamente
nueve fiestas laborales es contraria al tenor literal del precepto. ,

c) .l.as fiestas de ámbito nacional Jógicamente deben ser fijadas
por algún órgano del Estado, dado qu~ éste es el 'único Ente

territorial competente para establecer una festividad con efectos en
todo el territorio de la nación.

Las representacIones de ambas Comunidades Autónoma~ sos­
tienen que existe en esta materia una reserva de Ley y que. pnr lo
tanto, las disposiciones impugnadas carecen del adecuado, r"'¡¡go.
Tal interpretación del artículo 37,2 del E.T. es inadecuada. pues el
que el Estatuto de los Trabajadores establezca Que en todo caso se
respetarán como _fiestas de ámbito nacional las tres Que expre!>a­
mente indica, no.significa que toda la materia relativa a la fijación
de las restantes fiestas Quede reservada a la Ley, como del propio
artículo se deduce. En efecto, el mandato contenido en él -esto es,
que «en todo caso se respetarán -como fiests de ámbito nacionah.
las tres que se mencionan- no puede eStar dirigido al legisladbr ya
que, al ser el Estatuto d.e los Trabajadores una Ley ordinaria. podría
modificarse en este punto y en cualquier otro por una ley posterior.
Parece evidente que ese mandato se dirige al Gobierno.-.dando por
sentado que tiene competencia para regular esta materia, sin 'que
pueda llevar a la conclusión contraria el hecho de Que haya sido
derogado el art. 25 de la Ley de Relaciones Laborales, pués de la
noona derogada no cabe deducir la intención del legislador. .

Ppr otró lado, si al Gobierno corresponde legalm~nte establecer
el calendario laboral, es indiferente que el fundamento del Real
Decreto 2819/1981, sea o no el Acuerdo de 3 de enero de 1979 con
la Santa Sede, cuestión. en la que hace .especial hincapié la
representación del Gobierno Vasco.

d) La determinacjónde las fiestas laborales constitúye una
clara actividad Qormativa _y no meramente ejecutiva. El Real
Decreto 2819/1981, en cuanto desarrolla el articulo 37.2 del E.T.,
viene a ser. un verdadero reglamento ejecutivo y. en consecuencia,
la .competencia para dictarlo corresponde al Estado. pues. como
sostiene el fundamento jurídico 5. de la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 4 de mayo de, 1982, «cuando la Constitución
emplea el término le~slación laboral y la atribuye a la competencia
estatal incluye también en el término los reglamentos tradicional­
mente llamados ejecutivos».

En esta línea de argumentación cabria decir, más bien. que las
Comunidades .Autónomas carecen de facultades para determinar
los días festivos a efectos laborales y, en tal -caso, habría Que
interpretar el último párrafo del arto 37.2 del E.T. en el senticlo de
que el verbo señalar no tiene otro significado que el de sugerir o
proponer y que corresponde al Ente CQn facultades oonstitucionales
normativas dictar la disposición haciend~ la determinación opor~

tuna,
e) La fórmula arbitrada por el mencionado' Real Decreto

conjuga las facultades normativas del Estado con las facultades de
ejecución de la legislación laboral que corresponden a las Comuni­
dades Autónomas. De un lado, el Gobierno, en el ejercicio de su
potestad reglamentaria y de conformidad con 10 previsto en el arto
37.2 del E.T., establece las doce. posibles festiVidades de ámbito
nacional y. por otro, permite a las Comunidades Autónomas
sustituiUulsta tres de las incluidas en el apartado b) del articulo l.odel
mencionado Decreto por otras. que por tradición les sean
propias; de este modo se respeta· el deseo del legislador expresado
en el arto 37.2 del E.T. y el ámbito competencial autonómico,· pues
la situación constituye un acto de ejecución del calendario laboral
reglamentariamente fijado. . -

Por todo lo expuesto, el Abogado del Estado concluye solicitan­
do de este Tribunal Constitucional dicte sentencia en la que declare
que los Reales Decretos impugnados no alteran la distribución de
competencias entre el Estado y las Comu-.idades Autónomas
establecida en la·Constitución y en Jos Estatutos de Autonomía, por
corresponder al Estado la competencia para la determinación del
calendario laboral. .

Octavo.-Por providencia de 17 de enero de 1985, el Pleno del
Tribunal acuerda fijar la fecha de 24 del mismo mes para la
deliberación y votación de esta Sentencia.

n. fUNDAMENTOS JURIDICOS

. Primero.-En el pr~nte ~nflieto positivo de competencia.'
tanto el Gobierno Vasco como el Consejo Ejecutivo de la Generali­
dad de Cataluña impugnan el Real Decreto 281911981, de 27 de
noviembre, y a su vez, el Gobierno Vasco impugna el Real Decreto
282011981, y la Generalidad, el Real Decreto 321711981, ambos de
la misma fecha Que el primero. ... ..

El Real Decreto 281911981, de 27 de nOVIembre, en aphcaelOn,

.
según se indica en su preámbulo, del a11. 37.2 del E.T. y de~art. 11I
del Acuerdo de 3 de enero de 1979, ratificado por Instrumento del
4 de diciembre, entre la Santa Sede y el Estado español, fija ocho
fiestas de 6mbito nacional, que se i.,cluirán en el calenda~o I~boral
de cada año como días inhábiles a efectos laborales, retnbuldos y
no recuperables, en aquellos supuestos en que no coincidan con
domingo, y establece un grupo de seis fiestas que t por el orden en
que se relacionan, se incluirán en el calendano laboral has~
,completar un' máximo de doce; asimismo, reconoce a las Comum-
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dades .-\utÓnomas la facultad de sustituir hasta tres fiestas de las
señaladas en este último p,rupo por otras que por tradición les sean
propIas. bien con carácter permanente o en el calendario laboral de
cada año.

El Real Decreto 2820/1981, de 27 de noviembre. se limita a
concretar el calendario laboral para los años 1982 y 1983-, de
acuerdo con las normas contenidas en el Real Decreto anterior,
dejando a salvo la facultad de las Comunidades Autónomas para
senalar las fiestas que por tradición les sean propias en los términos
establecidos en el mencionado Real Decreto.

El Real Decreto 3217{1981, de 27 de noviembre, declara que el
dia 12 de octubre. fiesta nadonal de España y Día de la Hispani­
dad. teñdrá con carácter permanente consideración de fiesta laboral
de ámbito nacional y ordena la programación de actos oficiales y
populares conmemorativos. que en su-eventual proyección interna­
cional serán'coordinados por el Ministerio de Asuntos Exteriores.

Segundo.-Ninguna de las partes cuestiona. a efectos competen..
ciales. que los mencionados Reales Decretos deban encuadrarse
dentro de la materia laboral. en relación con el arto 37.2 del E.T.

Aun cuando con las fiestas laborales a que se refiere el
mencionado articulo se pretenda resaltar hechos de especial rele­
vancia o trascendencia en el orden civko o religioso. no cabe duda
de que su regulación incide en el contenido de la relación laboral.
En efecto. las nonnas relativas a las fiestas laborales, al concretar
el derecho al descanso y las consecuencias que det mismo se
derivan. afectan a los elementos esenciales del contrato de trabajo:
La prestación de servicios y la contraprestación económica.

Tampoco se cuestionan 'las competencias comunitarias en
materia laboral. que se concretan en los arts. 12.2 del Estatuto de
Autonomía del País Vasco y 11:2 del Estatuto catalart, en relación
con el.al1. 149.1.7 de la Constitución. ,.

El arto 149.1.7 de la Constitución establece que el Estado tiene
competencia exclusiva en materia de legislación laboral. sin' perjui­
cio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónc.
mas.

El Estatuto vasco establece en el art 12.2 que corresponde a la'
Comunidad Autónoma la ejecución de la legislación laboral del
Estado. asumiendo las facultades y competencias que en este
terreno ostenta actualmente el Estado respecto a las relaciones
laborales.

Y. del mismo modo, el Estatuto catalán reconoce que corres_o
ponde a la Generalidad la ejecución de la legislación laboral del
Estado. asumiendo las facultades, competencias y servicios que en
este ámbito y a hivel de ejecución ostenta actualmente el Estado
respecto a las relaciones laborales.

Se parle, pues, de que a las Comunidades vasca y catalana les
corresponde la competencia de ejecución de la legislación estatal en
relación con la fijación del calendario laboral en el ámbito
territorial respectivo.

Tercero.-Las discrepam::ias surgen en el momento de concretar
qué normas integran la legislación laboral en esta materia._

Para las representaciones del Gobierno vasco y de la Generali·
dad tal/C:\presión incluye solamente el-art. 37.2 del E.T.; una vez
establecido en él el límite máximo de fiestas laborales, con carácter
retribuido y no recuperabl~s, fijado el número de las fiestas 'focales
y de las tres que, en todo caso, se respetarán como fiestas
nacionales, y reconocida la facultad de las Comuniddades Autónc.
mas de señalar aquellas fj.estas que por tradición les sean propias,
la elaboración del calendario laboral para cada Comunidad no es
más que un acto de _-'.iecución que puede realizarse, a su juicio,
directamente por la Cf)ínunidad. Por ello estiman que los Reales
Decretos impugnados, al establecer un número de fiestas naciona~
les superior a las tres expresamente contenidas en el E.T. y limitar
a tres el número de fiestas propias de la Comunidad, invaden la
competencia de ejecución que en materia laboral les pertenece en
virtud de las correspondientes normas estatutarias, dado que, de
conformidad con el arlo 37.2 del E.T.. podrían fijar libremente hasta
nueve festividades.

Para el Abogado del Estado.' la legislación lalboral,cuya
competencia de ejecución corresponde a la Comunida~ incluye
tanto el arto 37.2 del E.T. como los Reales Decretos impugnados,
en cuanto suponen un desarrollo del mencionado artículo. .

Cuarto.-Este Tribunal Constitucional ya ha tenido ocasión de
pr9nunciarse sobre el alcance de la expresión «legislación laboral».
contenida en el arto 149.I.Tde la Constitución. .

Según la jurisprudencia del- mismo, dicha expresión incluye
tanto las leyes como los reglamentos que desarrollan la ley y, por
lo tanto. son complementarios de la misma, pues, de otro modo. se
frustraría la finalidad constitucionalmente pretendida de mantener
una uniformidad en la ordenación jurídica de la 'materia. '

Esta interpretación viene respaldada por la forma en que se
asumen las competencias autonómicas en materia- laboral. El
Estatuto catalán establece que el ejercicio de la competencia de
ejecución en las materias incluidas en. el arto 11 -entre las que se
encuentra la .1aboral- debe sujetarse a las normas reglamentarias
que en desarrollo de su legis~ación dicte el Estado. E.imphcítamen~

te, este mismo alcance aparece atribuido en el arto 20.4 del Estatuto
vasco, al precisar que la función de ejecución comprende la
potestad de administración, así como, en su caso, la de dictar
reglamentos internos de organizáción de los servicios correspon­
dientes.

En los terminas en que el conflicto esta planteado su solución
lleva. pues, a analizar el contenido del arto 37.2 del E.T._ 'i, en
relación con él, el de los Reales Decretos impugnados, para
determinar si éstos constituyen simples actos de ejecución O son.
más bien, disposiciones generales que' complementan el preceptll
legal.

Quinto.-EI a¡t. 37.2 del E.T. distingue entre fiestas laborales,
autonómicas y nacionales, estableciendo un número máximo de 14
fiestas laborales con carácter retribuido y no recuperable, de las
cuales dos serán locales; establece expresamente que se respetarán
en todo caso como fiestas de ámbito nacional las de la Natividad
del Señor, AñO' Nuevo y Uno de "mayo, como Fiesta del Trabajo,
y, asimismo, que las Comunidades Autónomas podrán_ señalar
aquellas fiestas que por tradición les ,sean propias

De la redacción de dicho articulo no cabe deducir que, una vez
excluidas las dos fiestas locales y las tres de ámbito nacional
expresamente señaladas, el resto de las fistas 'laborales hayan de ser
o bien todas nacionales o bien todas comunitarias. La primera
interpretación vaciaría de contenido la facultad comunitaria expre·
samente reconocida en el citado precepto. la: segunda es incompa·
tibie con el tenor literat del mencionado artículo, pues en él se
p~vé lá. existencia de otras fiestas nacionales al establecer, en su
párrafo primero, que'«en todo caso» tres tendrán carácter nacional
y, en su párrafo segundo, que el Gobierno podrá trasladar a los
lunes todas las fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre
semana, salvo las tres a las que expresamente se alude y aquellas
otras que por su arraigo local deben disfrutarse el día de su fecha.
Por otra parte, tal posibilidad aparece también explicitada en el
Acuérdo de 3 de enero de 1979 entre el Estado español y la Santa
Sede sobre asuntos jurídicos, cuyo art. In precisa que «El Estado
reconoce como días festivos todos los dominlJos. De común
acuerdo se determinará qué otras festividades rehgiosas son rec()o
nocidas como días festivos.· .

Existe, pues. la posibiliddad de -que se fijen otras fiestas
nacionales distintas de las contenidas expresamente en el E,T. La
expresa determinación en e1 precepto de estas tres últimas no puede
tener en,este contexto otra finalidad que la de elevar a rango legal
el reconocimiento y carácter de las mismas, imposibilitando. por
tanto, su supresión, modificación o traslado mediante norma de
rango iñferior a la ley o mediante la voluntad de trabajadores y
Empresas. .

Sexto,-Por otra parte, de la redacción del art. 37.2 del E.T. no
cabe tampoco deducir que en él se reconozca carácter prioritario a
las fiestas fijadas 'por la Comunidad frente a las fiestas de ámbito
nacional no establecidas expresamente en el mencionado precepto.
lo que permitiría interpretar su párrafo tercero, como sostienen las
representaciones del Gobierno Vasco y de la Generalidad, en el
sentido de que corresponde, en principio, a la Comunidad Autóno­
ma señalar nueve festividades.

De un lado, la propia literalidad del texto expresa la necesaria
especificidad de _las fiestas- comunitarias, y, como ponen de
manifiesto los debates parlamentarios, la referencia al «límite anual
de catorce días festivos)), no puede entenderse como una reserva
absoluta para llenarlo autónomamente, una vez excluidas las cinco
fiestas expresamente reconocidas en el mencionado artÍCulo con
carácter nacional o local, sino como una expresión que impide que
la fijación de las fiestas comunitarias incremente el número total de
fiestas laborales. El párrafo tercero se incluye en el arto 37.2 del E.T.
como consecuencia de una enmienda del grupo parlamentario
«Minoría Catalana», sin que sufran modificación alguna los dos
párrafos anteriore·s. y en los debates celebrados en el Senado se
rechaza la enmienda que proponía la sustitución de la frase
«podrán señalar aquellas fies~as que por tradición les sean propías))
por «podrán elaborar él calendario laboral correspondiente a su
respectivo ámbito territoriab).

De otro lado, no hay base alguna para sostener-que el principio
limitativo del número de fiestas contenido en el art. 37.2 del E.T.
y que se refleja en la fijación de un límite máximo total y para las
fiestas locales, no se proyecte también tanto sobre las fiestas
nacionales como sobre las comunitarias.

Séptimo.-Existe, pues, en el arto 31.2 del E.T. un evidente grado
de indetenninaCión en cuanto al número total de fiestas laborales,
de las que sólo se fija el número máximo; en cuanto al número total'
de fiestas nacionales, de las que sólo se fija el número míoimo; y
en cuanto a las fiestas comunitarias, respecto de las cuales sólo se
indica que han de responder a fiestas que por tradición sean propias
de las Comunidades Autónomas. ., .'

A eSte grado de indetenrtinación del precepto,' que: hace imposi~
ble su aplicación directa, hay que añadir que precisamente la
inclusión del párrafo último, que atribuye a las Comunidades
Autónomas: la facultad de señalar las fiestas Que le! !lion nroDia~.'
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hace n"ecesaria la existencia de una disposición de carácter general
Que garantice la uniformidad pretendida en el mencionado precep-"
lo de la Constitución en materia laboral en lOdo el territorio
nacional y coordine los calendarios laborales de las' distintas
Comunidades.

Octavo.-Sobre estu bases es preciso analizar los tres Decretos
impugnados:

A) Por lo que se refiere al Real Decreto 2819/1981, el análisis
de su contenido permite concluir que no constituye un simple acto
de ejecución. sino que forma parte de la legislación laboral sobre la
materia, por lo que, al dictarlo, el Estado no ha invadido las
competencias de ejecución de las. Comunidades .Autónomas vasca
y catalana.

En efecto, el mencionado Real Decreto no éstableceun concreto
calendario laboral, sino un sistema a traves del cual

a) Se garantiza que el ejercicio del derecho al descanso se
realice en condiciones de igualdad, pues al establecer que, de las
fiestas contenidas en el apanado d), se incluirán en el calendario
laboral las necesarias 'para completar el númerú máximo de 12. se
está garantizando el mismo .número de fiestas totales en todo el
territorio nacionaL .
. b) Se coordinan los c31endarios' laborales de las distintas
Comunidades Autónomas y se minimizan los efectos negativos q~e
sobre las relaciones económicas nacionales e intracomunitarias
pueden producirse debido a la multiplicidad de fiestas comunita­
rias propias, lo que se lleva a 'cabo al limitar el número de fiestas
que pueden ser sustituidas y al reducir [as sustituciones a un
máximo de tres. .

e) Se establece' un equilibrio entre los distintos tipos de fiestas.
dada la limitación que, en cuanto al número.total, se fija expresa­
mente en el E.T. La limitación del núm~ro total de fiestas. Que. a
su vez. podrá variar en función de diversas circunstancias, dado
que el límite se refiere al máximo. ha de afectar necesariamente no
sólo al número de fiestas nacionales, sino tambien al de fiestas
comunitarias.

B) Por lo que se refiere al Real Decreto 2810/1981. impugna­
do por el Gobierno v..asco, si bien establece los días inhábiles para
1982 y 1983, excluidas las 'fiestas locales, no puede decirse, sin
embargo, que contenp el calendario laboral de dichos años para
todo el territorio naCiOnal. En realidad, sólo resulta de aplicación
para aquellas Comunidades Autónomas y Entes Preautonómicos
Que no hagan uso de la facultad que les otorga el Real Decreto
2819/1981 y que se reproduce en el arto 2 del Decreto en cuestión:

2600 Sala Segunda. Recurso de amparo número 507/1983.
Sentencia número 8/1985, de 25 de enero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. ·compuesta por
don. Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don" Francisco
Rubl~ Llorente, don L1;Jis Díez-Picazo y Ponce de León. don
Franc~sco Tomás y Vahente, ~on Antonio Truyol Serra y don
FranCISCO Pera Verdaguer, MagJstrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso. de amparo promovido por don Juan Francisco
Bonilla Encina y don. Máximo Pastor Alonso, T~presentados por el
Procurador de los Tribunales don Juan Corujo y López-Villamil y bajo
1;l dITee?ón. del Letrado don Luis Suárez Migoyo, res¡>ecto de 1;l
SentenCIa dietada por la Sala de lo ContenCloso-Admmlstrativo de
la Audiencia Territorial de Burgos, en 28 de junio de 1983, en
recurS9 contencioso-electoral relativo a la proclamación de Alcalde­
sa electa de Aranda ~e Duero y en. el que han comparecido el
Procurador de los Tnbunales daD Argimlfo Vázquez Guillén, en
repreSéntación de Alianza Popular, y el Procurador don Jose Luis
Granizo y García Cuenca, en representación del Partido Socialista
Obrero Español, así como el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el
Magistrado don Antonio Truyol"Serra, quien expresa el parecerde
la Sala. .

.. \. . ANTECEDENTES

Prim~ro:-Por es~rito registrado en eSle Tribu;al el -20 de juiio
de 1983, el Procurador don Juan Corujo López-VilIamil; en
¡¡;jombre y representación de don Juan Francisco Bonilla Encina y
de don .Máximo Pastor Alonso, presentó .d~manda de amparo
frente a la sentencia dictada el 28 de ¡'unio de 1983, por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de a Audiencia Terrilorial de

En este sentido no in\lade las competencias autonómicas del Pais
Vasco.

e) Es obvio que. de acuerdo con las consideracionc!> hc('has en
los fundamentos juridicos anteriores, el Real Decreto 321 :¡19RI,
impugnado por la Generalidad de Cataluña -que confiere c..nidcr
permanente a la consideración del i2 de octubre como fiesta
laboral de ámbito nacional y establece normas para su cclcbración­
no invade la competencia autonómica en materia laboral.

Noveno.-Finalmente. si bien en algún caso. como ha señalado
este Tribunal; el rango de 1a· norma puede resultar relevante en el
planteamiento de un conflicto de competencia, en el caso quc nos
ocupa resulta improcedente todo pronunciamiento en este sentido.
pues el hecho de que la competencia cuestionada se ejercite por uno
u otro órgano concreto dél Estado no afecta a la delimitación de
competenclas. ya que es de competencia estatal la legislación
laboral; Que comprende tanto las leyes ·como las 'disposiciones
reglamentarias que 'se dicten rn su desarrollo. y la compcten~ia

autonómica es una competenriá de ej.ecución de dicha h..'gi$lación.

FA L L O

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE ,LE CONFIERE LA CONSTITlJ­
ClON DE LA.NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

Primero.-Declarar que 'el Real Decreto 2819/198 L de 27 de
noviembre. no invade las competencias Que en materia laboral
atribuyen a I las Comunidades Autónomas catalana y vasca sus
respectivos Estatutos. .

Segundo.-Declarar que el Real Decreto 2820/1981, de 27 de
noviembre. no invade la competencia autonómica del País Vasco
en materia laboral, en los terminas expresados en el fundamento
octavo B).

Tercero.-Declarar que el Real Decreto 3217/1981. de '27 de
noviembre. no invade la competencia de la Comunidad Autónoma
catalana en materia laboral.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial de! EsladQ)).

Madrid, 25 de enero de 1985.-Manuel García-Pela~o y Alon~

so.-JerÓnimo .Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel
Díez de Velasco Vallejo.-Francisco Rubio Uorente.-Gloria Regué
Cantón.-Luis Diez Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.-Rafael
Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero del Corral.-Antonio Tru­
yol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados.

Burgos, en eJ recurso conlenclos~lectora'·número 256/1983.
interpueslo por,don Jase María Olmedo Gonzalez, en su calidad de
representante de Alianza Popular (AP). en coalición electoral con
el Partido Demócrata Popular (PDP) y Unión Liberal (UL), contra
el aC\1erdo de la Mesa de Edad del Ayuntamiento de Aranda de
Duero (Burgos), de fecha 23 de mayo del referido año. por el que
se proclamaba Alcaldesa electa de dicho Ayuntamiento a doña
Leonisa UU Laita; recurso en el que, además de don Juan José
Laborda Martín, representante del Partido Socialista Obrero Espa­
ñol (PSOE) y del Mmisterio Fiscal. intervino el hoy demandante de
amparo don Juan Francisco Bonilla Encina en su calidad de
Presidente de dicha Mesa de Edad y represenlante del Partido
Comunista de España (PCE). La demanda se basa en los siguientes
hechos:

a) Tras las elecciones locales celebradas el8 de mayo de 1983.
el siguiente día 23 tuvo lugar la sesión constitutiva del Ayunta·
miento de "Aranda de Duero, en la que los Concejales electos

. tomaron posesión de sus cargos, mediante la prestación de jur'a­
mento o promesa según la fórmula establecida por el Real Decreto
707/1979. de 5 de abril (cuyo art. 1.0 exige que se conteste .a la
pregunta: .Juráis o prometeis por vuestra conciencia y honor
"umplir fie~mente las obligaciones del cargo '.', con lealtad al Rey.
;' guadar y hacer guardar la Constitución, como norma fundamen­
ttl del Esfado?), salvo los "hoy demandantes de amparo. don Juan
FranciscoBonilla Encina y don Máximo Pastor Alonso, candidatos
presentados en la IBta del Partido Comunista de España, el primero
de los cuales prometió «ante el pueblo soberano cumplir fielmente
con las obligaciones del cargo de Conceja1»,'y el segundo prometió.
asimismo. «ante el pueblo cumplir con las obligaciones de Conce­
jah>. A.cto'sceuidó se procedió a la elección del cargo de Alc~lde. en
la que participaron, 16 de los 21 Concejales'de la CorporacIón. por
ausentarse los cinco Concejales electos por la lista del Partido
Centro Democrático y SOCial (CDS), siendo elegida para dicho
cargo la Concejala del PSOE doña Leonisa UII Laila. quien obtuvo
la mayoría absolula':"nueve- de los dieciseis .votos emitidos.


